
ARTÍCULO 139. AFILIACIÓN A LAS CAJAS DE COMPENSACIÓN FAMILIAR. El artículo
57 de la Ley 21 de 1982, quedará así:

"Artículo 57. Afiliación a las Cajas de Compensación Familiar. Las Cajas de Compensación
Familiar tienen la obligación de afiliar a todo empleador, trabajador independiente y pensionado,
quienes deben hacer entrega de los siguientes documentos:

a. En el caso de los empleadores:

1. Comunicación escrita en la que informe: nombre del empleador, domicilio, identificación,
Iugar donde se causen los salarios y manifestación sobre si estaba o no afiliado a alguna Caja de
Compensación Familiar con anterioridad a la solicitud.

2. En caso de que el empleador sea persona jurídica, el certificado de existencia de
representación legal, expedido por la Cámara de Comercio del domicilio social, el cual puede ser
consultado por la Caja a través de medios electrónicos en los términos previstos en este Decreto;
en caso de ser persona natural, fotocopia de la cédula de ciudanía <sic>.

3. Certificado de paz y salvo, en el caso de afiliación anterior a otra caja, y

4. Relación de trabajadores y salarios, para el caso de los empleadores.

b. En caso de los trabajadores independientes y pensionados:

1. Carta de solicitud con nombre completo del solicitante, domicilio, identificación, lugar de
residencia, valor mensual de ingresos y declaración de la fuente de los ingresos y manifestación
sobre si estaba o no afiliado a alguna Caja de Compensación Familiar con anterioridad a la
solicitud.

2. Copia del documento de identificación.

3. Certificado de paz y salvo, en el caso de afiliación anterior a otra caja, y

4. En el caso de los pensionados, último reporte de pago de la mesada pensional.

Las Cajas de Compensación Familiar deben comunicar por escrito todo rechazo o aprobación de
afiliación, dentro de un término no superior a tres (3) días, contados a partir de la fecha de
presentación de la respectiva solicitud.

En caso de rechazo, la respuesta especificará los motivos determinantes del mismo. Una copia de
la comunicación será enviada dentro del mismo término, a la Superintendencia del Subsidio
Familiar la cual podrá improbar la decisión y ordenar a la Caja de Compensación Familiar la
afiliación del solicitante, en protección de los derechos de los beneficiarios".

ARTÍCULO 140. AVISO DE LA OCURRENCIA DE UN ACCIDENTE DE TRABAJO. El
aviso de que trata el artículo 220 del Código Sustantivo del Trabajo se hará a la Administradora
de Riesgos Profesionales a la que se encuentre afiliado el empleador, en los términos y
condiciones establecidos en la normatividad que rige el Sistema General de Riesgos
Profesionales.

Concordancias



Decreto 1295 de 1994; Art. 62   

Decreto 1045 de 1978; Art. 36     

ARTÍCULO 141. CONCURRENCIA EN EL PAGO DE CUOTAS PARTES
PENSIONALES. Las entidades públicas del orden nacional que, de acuerdo con lo establecido
en la normatividad vigente, estén obligadas a concurrir en el pago de cuotas partes pensionales,
calculadas éstas como lo dispone la Ley 1066 de 2006, podrán pagar por anticipado la totalidad
del valor actuarial de la deuda. Así mismo, cuando existan obligaciones por pago de cuotas
partes pensionales de entidades territoriales, éstas podrán pagar por anticipado la totalidad del
valor actuarial de la deuda.

Cuando existan obligaciones recíprocas entre entidades del orden nacional y territorial, estas
últimas podrán pagar el valor de la deuda que resulte de la compensación a que haya lugar, con
los recursos disponibles en el Fondo Nacional de Pensiones de las Entidades Territoriales -
FONPET, en los mismos términos definidos para compensaciones entre entidades territoriales.

Concordancias

Decreto 117 de 2017; Art. 1o. (Art. 2.12.3.22.3)  

Decreto Único 1068 de 2015; Art. 2.12.3.22.3  

ARTÍCULO 142. CALIFICACIÓN DEL ESTADO DE INVALIDEZ. <Ver modificaciones
directamente en la Ley 100 de 1993> El artículo 41 de la Ley 100 de 1993, modificado por el
artículo 52 de la Ley 962 de 2005, quedará así:

"Artículo 41. Calificación del Estado de Invalidez. El estado de invalidez será determinado de
conformidad con lo dispuesto en los artículos siguientes y con base en el manual único para la
calificación de invalidez vigente a la fecha de calificación. Este manual será expedido por el
Gobierno Nacional y deberá contemplar los criterios técnicos de evaluación para calificar la
imposibilidad que tenga el afectado para desempeñar su trabajo por pérdida de su capacidad
laboral.

Corresponde al Instituto de Seguros Sociales, Administradora Colombiana de Pensiones -
COLPENSIONES-, a las Administradoras de Riesgos Profesionales - ARP-, a las Compañías de
Seguros que asuman el riesgo de invalidez y muerte, y a las Entidades Promotoras de Salud EPS,
determinar en una primera oportunidad la pérdida de capacidad laboral y calificar el grado de
invalidez y el origen de estas contingencias. En caso de que el interesado no esté de acuerdo con
la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la
entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional
dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de
Calificación de Invalidez, la cual decidirá en un término de cinco (5) días. Contra dichas
decisiones proceden las acciones legales.

El acto que declara la invalidez que expida cualquiera de las anteriores entidades, deberá
contener expresamente los fundamentos de hecho y de derecho que dieron origen a esta decisión,
así como la forma y oportunidad en que el interesado puede solicitar la calificación por parte de
la Junta Regional y la facultad de recurrir esta calificación ante la Junta Nacional.



Cuando la incapacidad declarada por una de las entidades antes mencionadas (ISS,
Administradora Colombiana de Pensiones - Colpensiones-, ARP, aseguradora o entidad
promotora de salud) sea inferior en no menos del diez por ciento (10%) a los límites que califican
el estado de invalidez, tendrá que acudirse en forma obligatoria a la Junta Regional de
Calificación de Invalidez por cuenta de la respectiva entidad.

Para los casos de accidente o enfermedad común en los cuales exista concepto favorable de
rehabilitación de la Entidad Promotora de Salud, la Administradora de Fondos de Pensiones
postergará el trámite de calificación de Invalidez hasta por un término máximo de trescientos
sesenta (360) días calendario adicionales a los primeros ciento ochenta (180) días de incapacidad
temporal reconocida por la Entidad Promotora de Salud, evento en el cual, con cargo al seguro
previsional de invalidez y sobrevivencia o de la entidad de previsión social correspondiente que
lo hubiere expedido, la Administradora de Fondos de Pensiones otorgará un subsidio equivalente
a la incapacidad que venía disfrutando el trabajador.

Las Entidades Promotoras de Salud deberán emitir dicho concepto antes de cumplirse el día
ciento veinte (120) de incapacidad temporal y enviarlo antes de cumplirse el día ciento cincuenta
(150), a cada una de las Administradoras de Fondos de Pensiones donde se encuentre afiliado el
trabajador a quien se le expida el concepto respectivo, según corresponda. Cuando la Entidad
Promotora de Salud no expida el concepto favorable de rehabilitación, si a ello hubiere lugar,
deberá pagar un subsidio equivalente a la respectiva incapacidad temporal después de los ciento
ochenta (180) días iniciales con cargo a sus propios recursos, hasta cuando se emita el
correspondiente concepto.

PARÁGRAFO 1. Para la selección de los miembros de las Juntas Regionales y Nacional de
Calificación de Invalidez, el Ministerio del Trabajo tendrá en cuenta los siguientes criterios:

La selección se hará mediante concurso público y objetivo, cuya convocatoria se deberá hacer
con no menos de dos (2) meses de antelación a la fecha del concurso e incluirá los criterios de
ponderación con base en los cuales se seleccionará a los miembros de estos organismos. La
convocatoria deberá publicarse en un medio de amplia difusión nacional.

Dentro de los criterios de ponderación se incluirán aspectos como experiencia profesional
mínima de cinco (5) años y un examen escrito de antecedentes académicos sobre el uso del
manual de pérdida de capacidad laboral y de invalidez, el cual se realizará a través de una entidad
académica de reconocido prestigio. Los resultados del concurso serán públicos y los miembros
de las Juntas serán designados por el Ministro del Trabajo, comenzando por quienes obtuvieran
mayor puntaje.

La conformación de las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez podrá ser regionalizada y
el manejo de sus recursos será reglamentado por el Gobierno Nacional de manera equitativa. El
proceso de selección de los integrantes de las juntas de calificación de invalidez se financiará con
recursos del Fondo de Riesgos Profesionales.

Concordancias

Ley 1562 de 2012; Art. 12; Art. 18

PARÁGRAFO 2. Las entidades de seguridad social, los miembros de las Juntas Regionales y
Nacional de Invalidez y los profesionales que califiquen serán responsables solidariamente por



los dictámenes que produzcan perjuicios a los afiliados o a los Administradores del Sistema de
Seguridad Social Integral, cuando este hecho esté plenamente probado".

ARTÍCULO 143. CONSULTA DE DATOS DE ACCESO PÚBLICO. Para los casos de
trámites de pensión ante las entidades de seguridad social, el peticionario podrá autorizar
expresamente a la administradora para que consulte las bases de datos disponibles en la
Registraduría Nacional del Estado Civil sobre la fecha de nacimiento, lugar y demás aspectos que
pudieran influir en el reconocimiento y cuantificación de las prestaciones y servicios.

ARTÍCULO 144. VOLUNTAD DE ESTAR AFILIADOS AL ISS. Se entiende que las
personas que estaban afiliadas a las cajas de pensiones territoriales y en virtud de lo dispuesto en
la Ley 100 de 1993, han venido cotizando al ISS durante un mínimo de un año, han expresado su
voluntad de estar afiliados a esa entidad y, por lo tanto, no se requiere que se pruebe dicha
afiliación con el diligenciamiento del formulario al momento de iniciar el trámite de
reconocimiento de la pensión.

ARTÍCULO 145. NO OBLIGATORIEDAD DE MANTENER SALDO EN LAS CUENTAS
DE AHORRO DE LOS PENSIONADOS. Los pensionados cuya mesada no exceda de dos
salarios mínimos legales mensuales vigentes, a los que se le abone su mesada pensional en
cuenta de ahorro, no están obligados a mantener saldo alguno en dicha cuenta.

ARTÍCULO 146. REGISTRO PARA LAS ENTIDADES DE ECONOMÍA SOLIDARIA. El
artículo 63 de la Ley 454 de 1998 quedará así:

"Artículo 63. REGISTRO E INSCRIPCIÓN. Los actos de registro e inscripción de las entidades
de la economía solidaria a que se refiere la presente ley, se realizarán ante la cámara de comercio
de su domicilio principal, de conformidad con las normas del registro mercantil. Para el registro
del acto de constitución, será condición previa la presentación del certificado de acreditación
sobre educación solidaria, expedido por la Unidad Administrativa Especial para las Entidades
Solidarias.

Las entidades del sector de la economía solidaria que manejen, aprovechen o inviertan recursos
de asociados o de terceros o que desarrollen cualquier actividad que requiera autorización o
reconocimiento especial, deberán obtenerlos y presentarlos previamente, para que proceda el
respectivo registro o inscripción. Dicha autorización o reconocimiento serán emitidos por la
entidad encargada de su supervisión o por la entidad que corresponda, de conformidad con el
procedimiento establecido en la normatividad vigente para cada caso. En todo caso, serán objeto
de registro y en esa medida surtirán efecto, los actos que aprueben fusiones, escisiones,
transformaciones, incorporaciones y conversiones.

Las cámaras de comercio se abstendrán de inscribir a una entidad del sector de la economía
solidaria, con el mismo nombre de otra entidad mercantil o sin ánimo de lucro ya inscrita,
mientras este registro no sea cancelado por orden de autoridad competente o a solicitud del
representante legal respectivo. Igualmente, las Cámaras de Comercio establecerán mecanismos
que permitan el intercambio eficaz de información con la Superintendencia o entidad que ejerza
control."

PARÁGRAFO. Las cámaras de comercio llevarán el registro de las entidades de economía



solidaria establecido en el artículo 6 de la Ley 454 de 1998 en los mismos términos y con las
mismas tarifas previstos para el registro mercantil.

CAPÍTULO X.

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO
DE MINAS Y ENERGÍA.

ARTÍCULO 147. DELIMITACIÓN DE ZONAS EN LAS CUALES TEMPORALMENTE
NO SE ADMITIRÁN NUEVAS PROPUESTAS, SOBRE TODOS O ALGUNOS
MINERALES. El primer inciso del artículo 31 de la Ley 685 de 2001, quedará así:

"La Autoridad Minera o quien haga sus veces, por motivos de orden social o económico,
determinados en cada caso, de oficio o por solicitud expresa de la comunidad minera, en aquellas
áreas en donde exista explotaciones tradicionales de minería informal, delimitará zonas en las
cuales temporalmente no se admitirán nuevas propuestas, sobre todos o algunos minerales. Su
objeto será adelantar estudios geológicos-mineros y desarrollar proyectos mineros estratégicos
para el país y su puesta en marcha. En todo caso, estos estudios geológicos-mineros y la
iniciación de los respectivos proyectos no podrán tardar más de dos (2) años. La concesión sólo
se otorgará a las mismas comunidades que hayan ejercido las explotaciones mineras
tradicionales, así hubiere solicitud de terceros. Todo lo anterior, sin perjuicio de los títulos
mineros vigentes".

CAPÍTULO XI.

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO
DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO.

ARTÍCULO 148. REUNIONES NO PRESENCIALES. Elimínese el parágrafo del artículo 19
de la Ley 222 de 2005 <sic, 1995>. En consecuencia, el artículo quedará así:

"Artículo 19. Reuniones no presenciales. Siempre que ello se pueda probar, habrá reunión de la
junta de socios, de asamblea general de accionistas o de junta directiva cuando por cualquier
medio todos los socios o miembros puedan deliberar y decidir por comunicación simultánea o
sucesiva. En este último caso, la sucesión de comunicaciones deberá ocurrir de manera inmediata
de acuerdo con el medio empleado."

ARTÍCULO 149. VIGILANCIA. Suprímase el numeral 11 del artículo 84 de la Ley 222 de
1995 y modifíquese el numeral 8 del mismo artículo, el cual quedará así:

"8. Convocar a reuniones extraordinarias del máximo órgano social en los casos previstos por la
ley. En los casos en que convoque de manera oficiosa, la Superintendencia presidirá la reunión".

ARTÍCULO 150. PUBLICIDAD DE LOS ESTADOS FINANCIEROS. Adicionase un inciso
al artículo 41 de la Ley 222 de 1995, así:

"Cuando los estados financieros se depositen en la Superintendencia de Sociedades, no tendrán
que ser depositados en las cámaras de comercio. La Superintendencia de Sociedades asegurará
los mecanismos necesarios para garantizar el acceso a la información que no tenga carácter



reservado. La Cámara de Comercio deberá conservar, por cualquier medio, los documentos
mencionados en este artículo por el término de cinco años".

ARTÍCULO 151. OTRAS FUNCIONES. Modifíquese el numeral 7 del artículo 86 de la Ley
222 de 1995, el cual quedará así:

"7. Autorizar la disminución del capital en cualquier sociedad, cuando la operación implique un
efectivo rembolso de aportes. La autorización podrá ser conferida mediante autorización de
carácter general en los términos establecidos por la Superintendencia de Sociedades."

ARTÍCULO 152. MEDIDAS ADMINISTRATIVAS. Modifíquese el artículo 87 de la Ley
222 de 1995, el cual quedará así:

"Artículo 87. Medidas administrativas. En todo caso en cualquier sociedad no sometida a la
vigilancia de la Superintendencia Financiera, uno o más asociados representantes de no menos
del diez por ciento del capital social o alguno de sus administradores, siempre que se trate de
sociedades, empresas unipersonales o sucursales de sociedad extranjeras que a 31 de diciembre
del año inmediatamente anterior registren activos iguales o superiores a cinco mil (5.000)
salarios mínimos legales mensuales vigentes o ingresos iguales o superiores a tres mil (3.000)
salarios mínimos legales mensuales vigentes, podrán solicitar a la Superintendencia de
Sociedades la adopción de las siguientes medidas:

1. La convocatoria de la Asamblea o Junta de Socios, cuando quiera que éstas no se hayan
reunido en las oportunidades previstas en los estatutos o en la ley. Para tal fin, al escrito
correspondiente, deberá adjuntarse una certificación del revisor fiscal que indique ese hecho.

Del escrito contentivo de la solicitud se dará traslado a la sociedad respectiva por el término de
diez días a fin de que controvierta los hechos en que se funde la solicitud. Vencido este término y
si hay lugar a ello, se dispondrá la práctica de las pruebas solicitadas por los interesados y las que
estime pertinentes el Superintendente. Dentro de los veinte días siguientes al vencimiento del
término probatorio, se adoptará la decisión pertinente.

2. La orden para que se reformen las cláusulas o estipulaciones de los estatutos sociales que
violen normas legales. La solicitud respectiva deberá contener la relación de las normas que se
consideren violadas y el concepto de la violación. Del escrito correspondiente se dará traslado a
la sociedad hasta por diez días al cabo de los cuales deberá tomarse la decisión respectiva. Para
tal fin la Superintendencia podrá convocar la asamblea o junta de socios u ordenar su
convocatoria.

3. La práctica de investigaciones administrativas cuando se presenten irregularidades o
violaciones legales o estatutarias. Para tal efecto, las personas interesadas deberán hacer una
relación de los hechos lesivos de la ley o de los estatutos y de los elementos de juicio que tiendan
a comprobarlos. La Superintendencia adelantará la respectiva investigación y de acuerdo con los
resultados, decretará las medidas pertinentes según las facultades asignadas en esta ley.

PARÁGRAFO 1. El reconocimiento de los presupuestos de ineficacia en los casos señalados en
el Libro Segundo del Código de Comercio, será de competencia de la Superintendencia de
Sociedades de oficio en ejercicio de funciones administrativas, en sociedades no sometidas a la
vigilancia o control de otra Superintendencia. A solicitud de parte sólo procederá en los términos



del artículo 133 de la Ley 446 de 1998.

PARÁGRAFO 2. Las sociedades, sucursales de sociedad extranjera o empresa unipersonales no
sometidas a la supervisión de la Superintendencia Financiera, que no reúnan los requisitos
establecidos en este artículo podrán hacer uso de la conciliación ante la Superintendencia de
Sociedades para resolver los conflictos surgidos entre los asociados o entre estos y la sociedad.
Sin perjuicio, de acudir en vía judicial en los términos del artículo 252 de la Ley 1450 de 2011."

ARTÍCULO 153. MEDIOS ELECTRÓNICOS. El artículo 40 de la Ley 1429 de 2010,
quedará así:

"Artículo 40. Medios electrónicos. Se permitirá la utilización de medios electrónicos en la
tramitación de los procesos de insolvencia de conformidad con lo previsto en la Ley 527 de 1999
y para el cumplimiento de los trámites ante el Registro Mercantil, entidades sin ánimo de lucro y
ante el Registro Único de Proponentes delegados en las Cámaras de Comercio".

ARTÍCULO 154. REFORMA ESTATUTARIA POR CAMBIO DE DOMICILIO DE LA
SOCIEDAD. El artículo 165 del Código de Comercio quedará así:

"Artículo 165. Reforma estatutaria por cambio de domicilio de la sociedad. Cuando una reforma
del contrato tenga por objeto el cambio de domicilio de la sociedad y éste corresponda a un lugar
comprendido dentro de la jurisdicción de una cámara de comercio distinta de aquella en la cual
se haya registrado el acto de constitución, deberá registrarse únicamente la reforma que contiene
el cambio de domicilio social en la cámara de comercio de origen, la cual procederá a hacer el
respectivo traslado de las inscripciones que reposan en sus archivos, a la cámara de comercio del
nuevo domicilio.

Lo dispuesto en este artículo se aplicará también en los casos en que por alteraciones en la
circunscripción territorial de las cámaras de comercio, el lugar del domicilio principal de una
sociedad corresponda a la circunscripción de una cámara distinta".

ARTÍCULO 155. PROCEDIMIENTO POR INFRACCION A LAS NORMAS DE
COMPETENCIA Y PRÁCTICAS COMERCIALES RESTRICTIVAS. El artículo 52 del
Decreto 2153 de 1992, modificado por los artículos 16 y 19 de la Ley 1340 de 2009, quedará así:

"Artículo 52. Procedimiento. Para determinar si existe una infracción a las normas de promoción
a la competencia y prácticas comerciales restrictivas a que se refiere este decreto, la
Superintendencia de Industria y Comercio deberá iniciar actuación de oficio o por su solicitud de
un tercero y en caso de considerarla admisible y prioritaria, adelantar una averiguación
preliminar, cuyo resultado determinará la necesidad de realizar una investigación.

Cuando se ordene abrir una investigación, se notificará personalmente al investigado para que en
los veinte (20) días hábiles siguientes solicite o aporte las pruebas que pretenda hacer valer.
Durante la investigación se practicarán las pruebas solicitadas y las que el Superintendente
Delegado para la Protección de la Competencia considere procedentes.

Instruida la investigación el Superintendente Delegado para la Protección de la Competencia
citará, por una sola vez, a una audiencia dónde los investigados y terceros reconocidos dentro del
trámite presentarán de manera verbal los argumentos que pretendan hacer valer respecto de la



investigación. La inasistencia a dicha audiencia no será considerada indicio alguno de
responsabilidad.

Una vez se ha desarrollado la audiencia verbal, el Superintendente Delegado presentará ante el
Superintendente de Industria y Comercio un informe motivado respecto de si ha habido una
infracción. De dicho informe se correrá traslado por veinte (20) días hábiles al investigado y a los
terceros interesados reconocidos durante el trámite.

Si la recomendación del informe motivado considera que no se cometió infracción alguna, el
Superintendente de Industria y Comercio podrá acoger integralmente los argumentos del informe
motivado mediante acto administrativo sumariamente sustentado.

Durante el curso de la investigación, el Superintendente de Industria y Comercio podrá ordenar la
clausura de la investigación cuando a su juicio el presunto infractor brinde garantías suficientes
de que suspenderá o modificará la conducta por la cual se le investiga.

En lo no previsto en este artículo se aplicará el Código Contencioso Administrativo.

PARÁGRAFO 1. Para que una investigación por violación a las normas sobre prácticas
comerciales restrictivas pueda terminarse anticipadamente por otorgamiento de garantías, se
requerirá que el investigado presente su ofrecimiento antes del vencimiento del término
concedido por la Superintendencia de Industria y Comercio para solicitar o aportar pruebas.
Antes de la aceptación o rechazo de dicha solicitud, la Superintendencia de Industria y Comercio
podrá solicitar aclaraciones sobre el ofrecimiento de garantías. Si se aceptaren las garantías, en el
mismo acto administrativo por el que se ordene la clausura de la investigación la
Superintendencia de Industria y Comercio señalará las condiciones en que verificará la
continuidad del cumplimiento de las obligaciones adquiridas por los investigados.

El incumplimiento de las obligaciones derivadas de la aceptación de las garantías de que trata
este artículo se considera una infracción a las normas de protección de la competencia y dará
lugar a las sanciones previstas en la ley previa solicitud de las explicaciones requeridas por la
Superintendencia de Industria y Comercio."

ARTÍCULO 156. PUBLICACIÓN DE ACTUACIONES ADMINISTRATIVAS. El artículo
17 de la Ley 1340 de 2009, quedará así:

“Artículo 17. Publicación de actuaciones administrativas. La Superintendencia de Industria y
Comercio publicará en su página web las actuaciones administrativas que a continuación se
enuncian y además ordenará la publicación de un aviso en un diario de circulación regional o
nacional, dependiendo las circunstancias, y a costa de los investigados o de los interesados,
según corresponda, en el que se informe acerca de:

1. El inicio de un procedimiento de autorización de una operación de integración, así como el
condicionamiento impuesto a un proceso de integración empresarial. En el último caso, una vez
en firme el acto administrativo correspondiente.

2. La apertura de una investigación por infracciones a las normas sobre protección de la
competencia, así como la decisión de imponer una sanción, una vez en firme los actos
administrativos correspondientes.

3. Las garantías aceptadas, cuando su publicación sea considerada por la autoridad como



necesaria para respaldar el cumplimiento de los compromisos adquiridos por los interesados.

ARTÍCULO 157. INTERVENCIÓN DE TERCEROS. El inciso primero del artículo 19 de la
Ley 1340 de 2009, quedará así:

"Artículo 19. Intervención de terceros. Los competidores, consumidores o, en general, aquel que
acredite un interés directo e individual en investigaciones por prácticas comerciales restrictivas
de la competencia, tendrán el carácter de terceros interesados y además, podrán, dentro de los
quince (15) días hábiles posteriores a la publicación de la apertura de la investigación en la
página web de la Superintendencia de Industria y Comercio, intervenir aportando las
consideraciones y pruebas que pretendan hacer valer para que la Superintendencia de Industria y
Comercio se pronuncie en uno u otro sentido."

ARTÍCULO 158. NOTIFICACIONES Y COMUNICACIONES. El artículo 23 de la Ley
1340 de 2009, quedará así:

"Artículo 23. Notificaciones y comunicaciones. Las resoluciones de apertura de investigación, la
que pone fin a la actuación y la que decide los recursos de la vía gubernativa, deberán notificarse
personalmente.

Si no pudiere hacerse la notificación personal al cabo de los cinco (5) días del envío de la
citación, esta se hará por medio de aviso que se remitirá a la dirección, al número de fax o al
correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil,
acompañado de copia íntegra del acto administrativo. El aviso deberá indicar la fecha y la del
acto que se notifica, la autoridad que lo expidió, los recursos que legalmente proceden, las
autoridades ante quienes deben interponerse, los plazos respectivos y la advertencia de que la
notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al de la entrega del aviso en el
lugar de destino.

Cuando se desconozca la información sobre el destinatario, el aviso, con copia integra del acto
administrativo, se publicará en la página electrónica y en todo caso en un lugar de acceso al
público de la Superintendencia de Industria y Comercio por el término de cinco (5) días, con la
advertencia de que la notificación se considerará surtida al finalizar el día siguiente al retiro del
aviso.

En el expediente se dejará constancia de la remisión o publicación del aviso y de la fecha en que
por este medio quedará surtida la notificación personal.

Los demás actos administrativos que se expidan en desarrollo de los procedimientos previstos en
el régimen de protección de la competencia, se comunicarán a la dirección que para estos
propósitos suministre el investigado o apoderado y, en ausencia de ella, a la dirección física o de
correo electrónico que aparezca en el registro mercantil del investigado.

Las notificaciones electrónicas estarán sujetas a las disposiciones del Código de Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo."

ARTÍCULO 159. RESERVA DE DOCUMENTOS. Modifíquese el parágrafo segundo del
artículo 15 de la Ley 1340 de 2009, el cual quedará así:



"Parágrafo 2. La Superintendencia de Industria y Comercio podrá por solicitud del denunciante o
del solicitante de beneficios por colaboración guardar en reserva la identidad de quienes
denuncien prácticas restrictivas de la competencia, cuando en criterio de la Autoridad Única de
Competencia existan riesgos para el denunciante de sufrir represalias comerciales a causa de las
denuncias realizadas".

ARTÍCULO 160. CARACTERÍSTICAS Y REQUERIMIENTOS DE LAS ENTIDADES DE
CERTIFICACIÓN. El artículo 29 de la Ley 527 de 1999, quedará así:

"Artículo 29. Características y requerimientos de las entidades de certificación. Podrán ser
entidades de certificación, las personas jurídicas, tanto públicas como privadas, de origen
nacional o extranjero y las cámaras de comercio, que cumplan con los requerimientos y sean
acreditados por el Organismo Nacional de Acreditación conforme a la reglamentación expedida
por el Gobierno Nacional. El Organismo Nacional de Acreditación de Colombia suspenderá o
retirará la acreditación en cualquier tiempo, cuando se establezca que la entidad de certificación
respectiva no está cumpliendo con la reglamentación emitida por el Gobierno Nacional, con base
en las siguientes condiciones:

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-219-15 de 22 de abril de 2015, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

a. Contar con la capacidad económica y financiera suficiente para prestar los servicios
autorizados como entidad de certificación;

b. Contar con la capacidad y elementos técnicos necesarios para la generación de firmas digitales,
la emisión de certificados sobre la autenticidad de las mismas y la conservación de mensajes de
datos en los términos establecidos en esta ley;

c. Los representantes legales y administradores no podrán ser personas que hayan sido
condenadas a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos; o que hayan
sido suspendidas en el ejercicio de su profesión por falta grave contra la ética o hayan sido
excluidas de aquélla. Esta inhabilidad estará vigente por el mismo período que la ley penal o
administrativa señale para el efecto."

ARTÍCULO 161. ACTIVIDADES DE LAS ENTIDADES DE CERTIFICACIÓN. El artículo
30 de la Ley 527 de 1999, quedará así:

"Artículo 30. Actividades de las entidades de certificación. Las entidades de certificación
acreditadas por el Organismo Nacional de Acreditación de Colombia para prestar sus servicios
en el país, podrán realizar, entre otras, las siguientes actividades:

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-219-15 de 22 de abril de 2015, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

1. Emitir certificados en relación con las firmas electrónicas o digitales de personas naturales o
jurídicas.

2. Emitir certificados sobre la verificación respecto de la alteración entre el envío y recepción del
mensaje de datos y de documentos electrónicos transferibles.

3. Emitir certificados en relación con la persona que posea un derecho u obligación con respecto
a los documentos enunciados en los literales f) y g) del artículo 26 de la Ley 527 de 1999.

4. Ofrecer o facilitar los servicios de generación de los datos de creación de las firmas digitales
certificadas.

5. Ofrecer o facilitar los servicios de registro y estampado cronológico en la generación,
transmisión y recepción de mensajes de datos.

6. Ofrecer o facilitar los servicios de generación de datos de creación de las firmas electrónicas.

7. Ofrecer los servicios de registro, custodia y anotación de los documentos electrónicos
transferibles.

8. Ofrecer los servicios de archivo y conservación de mensajes de datos y documentos
electrónicos transferibles.

9. Cualquier otra actividad relacionada con la creación, uso o utilización de firmas digitales y
electrónicas".

ARTÍCULO 162. DEBERES DE LAS ENTIDADES DE CERTIFICACIÓN. El literal h) del
artículo 32 de la Ley 527 de 1999, quedará así:

"h) Permitir y facilitar la realización de las auditorías por parte del Organismo Nacional de
Acreditación de Colombia. Es responsabilidad de la entidad de certificación pagar los costos de
la acreditación y los de las auditorias de vigilancia, conforme con las tarifas del Organismo
Nacional de Acreditación de Colombia".

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-219-15 de 22 de abril de 2015, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González
Cuervo.

ARTÍCULO 163. CESACIÓN DE ACTIVIDADES POR PARTE DE LAS ENTIDADES DE
CERTIFICACIÓN. El artículo 34 de la Ley 527 de 1999, quedará así:

"Artículo 34. Cesación de actividades por parte de las entidades de certificación. Las entidades



de certificación acreditadas por el ONAC pueden cesar en el ejercicio de actividades, siempre y
cuando garanticen la continuidad del servicio a quienes ya lo hayan contratado, directamente o a
través de terceros, sin costos adicionales a los servicios ya cancelados."

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia
C-219-15 de 22 de abril de 2015, Magistrado Ponente Dr. Mauricio González Cuervo.

ARTÍCULO 164. ACTUALIZACIÓN DEL REGISTRO NACIONAL DE TURISMO. La
actualización de la inscripción en el Registro Nacional de Turismo deberá efectuarse por parte de
los prestadores de servicios turísticos dentro de los plazos establecidos legalmente para el efecto,
so pena de que el prestador no pueda ejercer la actividad.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo solicitará a las Alcaldías Distritales y
Municipales el cierre temporal de los establecimientos turísticos hasta tanto los prestadores
acrediten estar al día en la actualización del Registro Nacional de Turismo. Para el levantamiento
de la medida prevista en este inciso, las autoridades distritales y municipales deberán constatar
ante el Ministerio, que el prestador de servicios turísticos ha cumplido con su deber de actualizar
el Registro Nacional de Turismo. Como consecuencia de lo previsto en este artículo, se suprime
el trámite de las investigaciones administrativas por no actualización anual del Registro Nacional
de Turismo.

PARÁGRAFO TRANSITORIO. Las investigaciones administrativas en curso a la entrada en
vigencia del presente Decreto iniciadas por no haber actualizado el Registro Nacional de
Turismo en los años anteriores serán archivadas y los prestadores de servicios turísticos podrán
reactivar su inscripción con el cumplimiento de los requisitos establecidos en la ley el cual
deberá ser efectuado a más tardar en el plazo de cinco (5) meses siguientes a la entrada en
vigencia del presente Decreto. En caso contrario, el registro se cancelará automáticamente.

Concordancias

Ley 1558 de 2012; Art. 33 Par. 5 (Ley 300 de 1996; Art. 61)

ARTÍCULO 165. OBLIGACIONES DE LOS RESPONSABLES O SUJETOS PASIVOS. El
literal c) del artículo 194 de la Ley 223 de 1995, quedará así:

"c) Fijar los precios de venta al detallista y comunicarlos a las Secretarías de Hacienda
Departamentales y del Distrito Capital de Bogotá, dentro de los diez (10) días siguientes a su
adopción o modificación."

ARTÍCULO 166. DEL REGISTRO ÚNICO EMPRESARIAL Y SOCIAL. Al Registro Único
Empresarial (RUE) de que trata el artículo 11 de la Ley 590 de 2000, que integró el Registro
Mercantil y el Registro Único de Proponentes, se incorporarán e integrarán las operaciones del
Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro creado por el Decreto 2150 de 1995, del Registro
Nacional Público de las personas naturales y jurídicas que ejerzan la actividad de vendedores de
Juegos de Suerte y Azar de que trata la Ley 643 de 2001, del Registro Público de Veedurías
Ciudadanas de que trata la Ley 850 de 2003, del Registro Nacional de Turismo de que trata la



Ley 1101 de 2006, del Registro de Entidades Extranjeras de Derecho Privado sin Ánimo de
Lucro con domicilio en el exterior que establezcan negocios permanentes en Colombia de que
trata el Decreto 2893 de 2011, y del Registro de la Economía Solidaria de que trata la Ley 454 de
1998, que en lo sucesivo se denominará Registro Único Empresarial y Social -RUES-, el cual
será administrado por las Cámaras de Comercio atendiendo a criterios de eficiencia, economía y
buena fe, para brindar al Estado, a la sociedad en general, a los empresarios, a los contratistas, a
las entidades de economía solidaria y a las entidades sin ánimo de lucro una herramienta
confiable de información unificada tanto en el orden nacional como en el internacional.

Con el objeto de mantener la actualización del registro y garantizar la eficacia del mismo, la
inscripción en los registros que integran el Registro Único Empresarial y Social, y el titular del
registro renovará anualmente dentro de los tres primeros meses de cada año. El organismo que
ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio establecerá los formatos y la
información requerida para inscripción en el registro y la renovación de la misma. Los registros
mercantil y de proponentes continuarán renovándose de acuerdo con las reglas vigentes.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE, por el cargo analizado, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-235-14 de 9 de abril de 2014, Magistrado Ponente Dr.
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.

El organismo que ejerza el control y vigilancia de las cámaras de comercio regulará la
integración e implementación del Registro Único Empresarial y Social, garantizando que,
específicamente, se reduzcan los trámites, requisitos e información a cargo de todos los usuarios
de los registros públicos y que todas las gestiones se puedan adelantar, además, por internet y
otras formas electrónicas. La regulación que realice la autoridad competente deberá, en todo
caso, hacerse en armonía con las disposiciones estatutarias y con las contenidas en códigos,
respecto de los registros de que trata el presente artículo.

Los derechos por la prestación de los servicios registrales serán los previstos por la ley para el
registro mercantil, el registro único de proponentes y el registro de entidades sin ánimo de lucro,
según el caso. Las Cámaras de Comercio no podrán cobrar derechos de inscripción y renovación
sobre los registros que se le trasladan en virtud del presente decreto-ley y que a la vigencia del
mismo no los causan.

Los ingresos provenientes de los registros públicos y los bienes adquiridos con éstos, continuarán
afectos a las funciones atribuidas a las Cámaras de Comercio por la ley o por el Gobierno
Nacional en aplicación del numeral 12 del artículo 86 del Código de Comercio. En ningún caso
los recursos de origen público podrán destinarse para sufragar operaciones o gastos privados de
las Cámaras de Comercio. Los registros públicos que se le trasladan a las Cámaras de Comercio
serán asumidos por éstas a partir del primero (1o.) de marzo de 2012.

Concordancias



Ley 1607 de 2012; Art. 182

Decreto Ley 19 de 2012; Art. 172

Decreto 957 de 2019; Art. 1 (DUR 1074; Art. 2.2.1.13.25)

Decreto Único 1081 de 2015, Art. 2.1.4.1.2 Lits. b) y e)  

Decreto Único 1077 de 2015, Art. 2.1.6.2.2 Incs. 1 y 2  

Decreto Único 1074 de 2015, Art. 2.2.1.13.25; Art. 2.2.2.49.1.4 Num. 5o.; Art. 2.2.2.49.2.7;
Art. 2.2.2.49.2.9; Art. 2.2.2.49.2.10 Num. 5o.; Capítulo 2.2.2.55; Título 2.2.4    

Circular Única SUPERINDUSTRIA; Num. 1.7 ; Num. 2.2.1.1 ; Num. 2.2.4.3 , Num. 3.2 ;
Num. 4.1 Título VIII

ARTÍCULO 167. TRÁMITES ADMINISTRATIVOS RELACIONADOS CON
PROPIEDAD INDUSTRIAL. En los trámites administrativos relacionados con propiedad
industrial, se tendrán en cuenta las siguientes disposiciones:

a. Los documentos que se deban adjuntar estarán exentos de atestación, autenticación,
legalización o cualquier otra certificación de una firma u otro medio de identificación personal,
salvo en los casos de renuncias a derechos. Lo anterior sin perjuicio de la aplicación de las
disposiciones penales establecidas en la legislación vigente en materia de fraude procesal y
falsedad de documentos.

b. No se exigirán pruebas de existencia y/o representación legal al solicitante, a menos que exista
duda razonable acerca de la veracidad de cualquier indicación o elemento contenido en la
solicitud, caso en el cual será requerido de conformidad con el procedimiento legamente
establecido para ello.

c. Los poderes no requerirán presentación personal, podrán otorgarse mediante documento
privado y referirse a una o más solicitudes identificadas en el poder, o a todas las solicitudes y/o
registros existentes o futuros del titular que otorgue el poder. En todo caso, la facultad de desistir
de la solicitud en trámite o de renunciar al derecho otorgado debe estar expresamente consagrada
en el poder.

La Superintendencia de Industria y Comercio expedirá las instrucciones que sean necesarias a fin
de dar cumplimiento a las disposiciones anteriores".

ARTÍCULO 168. SISTEMA MULTICLASE DE SOLICITUDES Y REGISTRO DE
MARCAS. El registro de una marca podrá solicitarse en un sólo expediente administrativo para
distinguir productos y/o servicios comprendidos en diferentes clases de la Clasificación
Internacional de Niza.

La inscripción de una o más transferencias o cesiones de derechos, en relación con marcas
concedidas o en trámite, puede ser presentada en una sola solicitud, siempre que el cedente y
cesionario sean los mismos en todos los trámites y se indiquen los números de expedientes o
certificados correspondientes.



Así mismo, en una sola solicitud también puede pedirse la inscripción de uno o más cambios de
nombre, cambios de domicilio o de dirección y cualquier otro acto que afecte la titularidad del
derecho, en relación con varias solicitudes en trámite o con varios derechos concedidos, siempre
que se trate del mismo titular o solicitante y se indiquen los números de los expedientes o
certificados correspondientes.

La Superintendencia de Industria y Comercio instruirá sobre los requisitos y trámites especiales
que deban establecerse para la adopción del sistema descrito.

ARTÍCULO 169. DIVISIÓN DE SOLICITUDES Y REGISTROS. Las solicitudes de registro
de una marca que incluyan varios productos y/o servicios pueden ser divididas a petición del
titular en dos o más solicitudes fraccionarias en las que se distribuyan los productos y/o servicios
inicialmente incluidos, en cualquier momento del trámite, salvo dentro del plazo de publicación
de la solicitud inicial en la Gaceta de la Propiedad Industrial.

Las solicitudes fraccionarias conservarán la fecha de presentación de la solicitud inicial, así como
el beneficio del derecho de prioridad establecido en el artículo 4o del Convenio de París y, en
cualquier caso, el otorgado con la radicación de la solicitud ante la Superintendencia de Industria
y Comercio, de conformidad con los artículos 4o. y 9o. de la Decisión 486 de la Comunidad
Andina de Naciones.

Así mismo, podrá dividirse el registro de una marca en uno o más registros, a petición del titular
o como consecuencia de una cancelación o nulidad o decisión judicial. En este último caso, será
procedente la división de los registros siempre que se especifiquen los productos y/o servicios
incluidos en los registros resultantes de la división, a los que se asignará nuevo número de
certificado.

La Superintendencia de Industria y Comercio instruirá sobre los requisitos y trámites especiales
que deban establecerse para la adopción del sistema descrito.

ARTÍCULO 170. FECHA DE PRESENTACIÓN DE LA SOLICITUD DE REGISTRO DE
MARCA. De conformidad con lo previsto en el literal g) del artículo 1o. de la Decisión 689 de la
Comunidad Andina de Naciones, si al momento de la presentación de la solicitud de registro de
una marca, resulta que la misma no contiene todos los requisitos a que hace referencia el artículo
140 de la Decisión 486 de la Comunidad Andina de Naciones, la Superintendencia otorgará al
solicitante un plazo de dos meses, contados a partir del día siguiente a la fecha de la notificación
que disponga la Entidad, para que complete dichos requisitos.

Si al vencimiento de dicho término el solicitante no completa o subsana los requisitos indicados,
se dará aplicación a lo previsto en el último inciso del artículo 140 de la Decisión 486.

ARTÍCULO 171. TÉRMINO PARA RESOLVER LAS SOLICITUDES EN LA
VENTANILLA ÚNICA DE COMERCIO EXTERIOR "VUCE". A partir del 31 de mayo de
2012, las entidades participantes en la Ventanilla Única de Comercio Exterior "VUCE" deberán
resolver las solicitudes de importación del régimen libre en un término no superior a dos (2) días
hábiles contados a partir de la fecha de radicación en la entidad respectiva siempre que el
solicitante haya cumplido con el lleno de los requisitos.

A partir del 31 de mayo de 2012, las entidades participantes en la VUCE deberán informar al



solicitante a través de la mencionada Ventanilla, en un término no superior a un (1) día contado a
partir de la radicación, si las solicitudes del régimen libre de licencia previa están incompletas.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, una vez haya recibido las aprobaciones de todas
las entidades participantes en la VUCE, deberá aprobar las solicitudes de importación del
régimen libre en un término no superior a 12 horas hábiles.

A partir del 31 de mayo de 2012, las entidades participantes en la VUCE deberán resolver las
solicitudes de importación del régimen de licencia previa en un término no superior a tres (3)
días hábiles contados a partir de la fecha de radicación en la entidad respectiva a través de la
VUCE, siempre que el solicitante haya cumplido con el lleno de los requisitos.

El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, una vez haya recibido las aprobaciones de todas
las entidades participantes en la VUCE, deberá aprobar las solicitudes de importación del
régimen de licencia previa en un término no superior a un día (1) hábil.

Concordancias

Decreto 925 de 2013  

ARTÍCULO 172. INFORMACIÓN EN LA PÁGINA WEB DEL REGISTRO ÚNICO
EMPRESARIAL Y SOCIAL -RUES-. A partir de abril de 2012, para fines informativos, las
Cámaras de Comercio darán acceso gratuito a través de la página web del RUES al menos a la
siguiente información básica de las personas incorporadas en su registro: Cámara de comercio
donde se registra la persona, razón social, número de identificación tributaria, fecha de
renovación, fecha de matrícula, fecha de vigencia, tipo de organización, categoría de la
matrícula, estado de la matrícula, actividad económica, establecimientos, agencias o sucursales,
representantes legales principales y suplentes, y limitaciones de su capacidad de contratar.

ARTÍCULO 173. LIBROS DEL COMERCIANTE. El artículo 56 de Código del Comercio
quedará así:

"Artículo 56. Los libros podrán ser de hojas removibles o formarse por series continuas de
tarjetas, siempre que unas y otras estén numeradas, puedan conservarse archivadas en orden y
aparezcan autenticadas conforme a la reglamentación del Gobierno.

Los libros podrán llevarse en archivos electrónicos, que garanticen en forma ordenada la
inalterabilidad, la integridad y seguridad de la información, así como su conservación. El registro
de los libros electrónicos se adelantará de acuerdo con la reglamentación que expida el Gobierno
Nacional."

ARTÍCULO 174. ALTERACIÓN. Modifíquese el numeral 5 del artículo 57 del Código de
Comercio:

"5. Arrancar hojas, alterar el orden de las mismas o mutilar los libros, o alterar los archives
electrónicos."

ARTÍCULO 175. REGISTRO DE LOS LIBROS DE COMERCIO. El numeral 7 del artículo
28 del Código de Comercio, quedará así:



"7. Los libros de registro de socios o accionistas, y los de actas de asamblea y juntas de socios."

ARTÍCULO 176. DEROGATORIAS. Deróguese los artículos 41 y 42 de la Ley 527 de 1999.

CAPÍTULO XII.

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO
DE EDUCACIÓN NACIONAL.

ARTÍCULO 177. RACIONALIZACIÓN DE LA PARTICIPACIÓN DEL MINISTRO DE
EDUCACIÓN O SU REPRESENTANTE O DELEGADO EN JUNTAS. Suprímase la
participación del Ministro de Educación Nacional, su representante o delegado, en las siguientes
Juntas: Comisión del Ejercicio Profesional de Nutrición y Dietética, Junta Nacional del
Secretariado, Junta Nacional de Artesanías, Junta de Títulos y Control de Laboratorios, y Colegio
Profesional de Geógrafos.

ARTÍCULO 178. TRÁMITE PARA CONVALIDACIÓN DE TÍTULOS. <Artículo derogado
por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 267 de la Ley 1753 de 2015, 'por la cual se expide el Plan
Nacional de Desarrollo 2014-2018 “Todos por un nuevo país”', publicada en el Diario Oficial
No. 49.538 de 9 de junio de 2015.

Concordancias

Ley 1753 de 2015; Art. 62

Legislación Anterior

Texto original del Decreto 19 de 2012:

ARTÍCULO 178. El Ministerio de Educación Nacional contará con dos (2) meses para
resolver las solicitudes de convalidación de títulos, cuando la institución que otorgó el título
que se somete a convalidación o el programa académico que conduce a la expedición del
título a convalidar se encuentren acreditados, o cuenten con un reconocimiento equivalente
por parte de una entidad certificadora o evaluadora de alta calidad, reconocida en el país de
procedencia del título o a nivel internacional.

Igualmente, contará con dos (2) meses cuando el título que se somete a convalidación
corresponda a un programa académico que hubiese sido evaluado con anterioridad por el
Ministerio de Educación Nacional o el ICFES, y en estos casos resolverá en el mismo sentido
en que se resolvió el caso que sirve como referencia, siempre que se trate del mismo
programa académico, ofrecido por la misma institución y con una diferencia entre las fechas
de otorgamiento de los títulos no mayor a ocho (8) años.

Si el título que se somete a convalidación no se enmarca en los presupuestos señalados en el
inciso anterior, o no existe certeza sobre el nivel académico de los estudios que se están
convalidando, o su denominación, el Ministerio de Educación Nacional someterá la
documentación a un proceso de evaluación académica y en estos casos contará con cuatro (4)



meses para resolver la solicitud de convalidación.

Los términos establecidos en el presente artículo se contarán a partir de la fecha de recibo en
debida forma de la documentación requerida.

PARÁGRAFO. Si vencidos los términos establecidos en el presente artículo, el Ministerio de
Educación Nacional no se ha pronunciado de fondo frente a la solicitud de convalidación, el
Ministerio contará con cinco (5) días hábiles para decidir.

CAPÍTULO XIII.

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO
DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE.

ARTÍCULO 179. ACTIVIDADES DE INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA Y
TECNOLÓGICA. La institución de educación superior o centro de investigación y desarrollo
tecnológico que se encuentre realizando actividades de investigación científica y tecnológica que
requiera de la obtención, uso, transporte y mantenimiento de recursos genéticos o productos
derivados, podrá continuar tales actividades, siempre y cuando dentro del año siguiente a la
entrada en vigencia de este decreto-ley celebre el respectivo contrato de acceso a los recursos
genéticos o productos derivados para investigación científica sin interés comercial con el
Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y obtenga la autorización correspondiente.

CAPÍTULO XIV.

TRÁMITES, PROCEDIMIENTOS Y REGULACIONES DEL SECTOR ADMINISTRATIVO
DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO.

ARTÍCULO 180. PROCEDIMIENTO PARA PLANES PARCIALES. El artículo 27 de la de
la Ley 388 de 1997, quedará así:

"Artículo 27. Procedimiento para planes parciales. Para la aprobación y adopción de los planes
parciales de que trata la presente Ley, se tendrá en cuenta el siguiente procedimiento:

1. Los proyectos de planes parciales serán elaborados por las autoridades municipales o
distritales de planeación, por las comunidades o por los particulares interesados, de acuerdo con
los parámetros que al respecto determine el plan de ordenamiento territorial o el Macroproyecto
de Interés Social Nacional cuando este último así lo prevea.

2. La oficina de planeación municipal o distrital, o la dependencia que haga sus veces, revisará el
proyecto de plan parcial con el fin de verificar el cumplimiento de las normas tenidas en cuenta
para la formulación del plan. Para la aprobación del proyecto de plan parcial, la oficina de
planeación contará con un término de treinta (30) días hábiles contados a partir de la fecha de
radicación del proyecto, prorrogables por treinta (30) días hábiles más por una sola vez, so pena
que se entienda aprobado en los términos en que fue presentado mediante la aplicación del
silencio administrativo positivo.

3. Una vez que la oficina de planeación municipal o distrital, o la dependencia que haga sus
veces, apruebe el proyecto de plan parcial, mediante acto administrativo u ocurra el silencio
administrativo en los términos del numeral 2, éste se someterá a consideración de la autoridad



ambiental competente, cuando se requiera según lo previsto en el reglamento del Gobierno
Nacional, a efectos de que conjuntamente con el municipio o distrito acuerden los asuntos
exclusivamente ambientales, para lo cual dispondrán de quince (15) días hábiles prorrogables por
un término igual.

Cuando no se logre la concertación entre el municipio o distrito y la autoridad ambiental
competente, la oficina de planeación municipal o distrital procederá a archivar el proyecto de
plan parcial, sin perjuicio de que el interesado pueda efectuar los ajustes que consideren
pertinentes y reiniciar el trámite de concertación ambiental.

Cuando se trate de planes parciales que desarrollen los Macroproyectos de Interés Social
Nacional, si la autoridad ambiental no se pronuncia definitivamente dentro del término señalado
en este artículo, le corresponderá al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible decidir sobre
los asuntos ambientales para lo cual dispondrá de un término máximo e improrrogable de quince
(15) días hábiles contados a partir del recibo del respectivo expediente.

4. Durante el período de revisión del proyecto de plan parcial se surtirá una fase de información
pública, convocando a los propietarios y vecinos, para que éstos expresen sus recomendaciones y
observaciones.

5. Una vez surtidas las etapas anteriores y dentro de los quince (15) días hábiles siguientes a la
aprobación del proyecto de plan parcial, mediante acto administrativo expreso o ficto o la
concertación ambiental, cuando sea el caso, el alcalde municipal o distrital lo adoptará mediante
decreto.

PARÁGRAFO 1. El incumplimiento de los términos previstos en el presente artículo para
pronunciarse por parte de las autoridades competentes, constituirá falta grave en cabeza del
Director y funcionarios responsables de la respectiva entidad.

PARÁGRAFO 2. Las autoridades ante las cuales se deban adelantar trámites urbanísticos con
posterioridad a la adopción del plan parcial estarán obligadas a emitir sus conceptos o permisos
con base en lo aprobado en el plan parcial y en su documento técnico de soporte. En todo caso,
desde la aprobación del plan parcial se deberán tener definidos y resueltos todos los impactos de
la operación sin que se requiera para su ejecución o desarrollo la aprobación de instrumentos de
planificación complementarios.

PARÁGRAFO 3. La vigencia del plan parcial se señalará en el decreto en que se adopte y no se
alterará por el hecho de que se modifique el Plan de Ordenamiento Territorial, salvo que los
propietarios de los predios se acojan, por escrito a la nueva reglamentación.

PARÁGRAFO 4. El ajuste de planes parciales, en caso de requerirse, se efectuará teniendo en
cuenta únicamente las instancias o autoridades a cuyo cargo se encuentren los asuntos objeto del
ajuste necesario para el desarrollo del respectivo plan. La solicitud de determinantes únicamente
se podrá circunscribir a los aspectos sobre los cuales se solicite de manera expresa y escrita la
modificación, y se sustentarán en la misma reglamentación con que fue aprobado el plan parcial,
salvo que los interesados manifiesten lo contrario."

ARTÍCULO 181. EXIGIBILIDAD Y COBRO DE LA PARTICIPACIÓN EN LA
PLUSVALÍA. El artículo 83 de la Ley 388 de 1997, quedará así:



"Artículo 83. Exigibilidad y cobro de la participación. La participación en la plusvalía sólo le
será exigible al propietario o poseedor del inmueble respecto del cual se haya liquidado e inscrito
en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria un efecto de plusvalía, en el momento en que se
presente cualquiera de las siguientes situaciones:

1. Solicitud de licencia de urbanización o construcción, según sea el caso, aplicable para el cobro
de la participación en la plusvalía generada por cualquiera de los hechos generadores de que trata
el artículo 74 de la Ley 388 de 1997.

2. Cambio efectivo de uso del inmueble, aplicable para el cobro de la participación en la
plusvalía generada por la modificación del régimen o zonificación del suelo.

3. Actos que impliquen transferencia del dominio sobre el inmueble, aplicable al cobro de la
participación en la plusvalía de que tratan los numerales 1 y 3 del referido artículo 74.

4. Adquisición de títulos valores representativos de los derechos adicionales de construcción y
desarrollo, en los términos que se establece en el artículo 88 y siguientes de la presente Ley.

PARÁGRAFO 1. En el evento previsto en el numeral 1, el monto de la participación en plusvalía
para el respectivo inmueble podrá recalcularse, aplicando el efecto plusvalía liquidado por metro
cuadrado al número total de metros cuadrados adicionales objeto de la licencia correspondiente.

PARÁGRAFO 2. Para la expedición de las licencias de construcción, así como para el
otorgamiento de los actos de transferencia del dominio, en relación con inmuebles respecto de
los cuales se haya liquidado e inscrito en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria el efecto de
plusvalía, será necesario acreditar su pago.

PARÁGRAFO 3. Si por cualquier causa no se efectúa el pago de la participación en las
situaciones previstas en este artículo, el cobro de la misma se hará exigible cuando ocurra
cualquiera de las restantes situaciones aquí previstas. En todo caso, si la causa es la no
liquidación e inscripción de la plusvalía, el alcalde municipal o distrital deberá adelantar el
procedimiento previsto en el artículo 81 de la presente ley. Responderán solidariamente el
poseedor y el propietario, cuando fuere el caso.

PARÁGRAFO 4. Los municipios podrán exonerar del cobro de la participación en plusvalía a
los inmuebles destinados a vivienda de interés social."

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE 'parcialmente', por los cargos analizados, por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-249-19 de 5 de junio de 2019, Magistrado Ponente Dr.
Alberto Rojas Ríos.

ARTÍCULO 182. LICENCIAS URBANÍSTICAS. Los numerales 1 y 7 del artículo 99 de la
Ley 388 de 1997, quedarán así:

"1. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación, adecuación, reforzamiento
estructural, restauración, reconstrucción, cerramiento y demolición de edificaciones, y de
urbanización, parcelación, loteo o subdivisión de predios localizados en terrenos urbanos, de
expansión urbana y rurales, se requiere de manera previa a su ejecución la obtención de la



licencia urbanística correspondiente. Igualmente se requerirá licencia para la ocupación del
espacio público con cualquier clase de amoblamiento.

La licencia urbanística es el acto administrativo de carácter particular y concreto, expedido por el
curador urbano o la autoridad municipal o distrital competente, por medio del cual se autoriza
específicamente a adelantar obras de urbanización y parcelación de predios, de construcción,
ampliación, modificación, adecuación, reforzamiento estructural, restauración, reconstrucción,
cerramiento y demolición de edificaciones, de intervención y ocupación del espacio público, y
realizar el loteo o subdivisión de predios.

El otorgamiento de la licencia urbanística implica la adquisición de derechos de desarrollo y
construcción en los términos y condiciones contenidos en el acto administrativo respectivo, así
como la certificación del cumplimiento de las normas y demás reglamentaciones en que se
fundamenta, y conlleva la autorización específica sobre uso y aprovechamiento del suelo en tanto
esté vigente o cuando se haya cumplido con todas las obligaciones establecidas en la misma.

Las modificaciones de licencias vigentes se resolverán con fundamento en las normas
urbanísticas y demás reglamentaciones que sirvieron de base para su expedición."

(...)

"7. El Gobierno Nacional establecerá los documentos que deben acompañar las solicitudes de
licencia y la vigencia de las licencias, según su clase. En todo caso, las licencias urbanísticas
deberán resolverse exclusivamente con los requisitos fijados por las normas nacionales que
reglamentán su trámite, y los municipios y distritos no podrán establecer ni exigir requisitos
adicionales a los allí señalados."

ARTÍCULO 183. CUMPLIMIENTO DE NORMAS TÉCNICAS. El artículo 2 de la Ley 400
de 1997, quedará así:

"Artículo 2. Alcance. Las construcciones que se adelanten en el territorio de la República
deberán sujetarse a las normas establecidas en la presente Ley y en las disposiciones que la
reglamenten.

Corresponde a las oficinas o dependencias distritales o municipales encargadas de conceder las
licencias de construcción, la exigencia y vigilancia de su cumplimiento. Estas se abstendrán de
aprobar los proyectos o planos de construcciones que no cumplan con las normas señaladas en
esta Ley o sus reglamentos.

La construcción deberá sujetarse estrictamente al correspondiente proyecto o planos aprobados.

PARÁGRAFO. En todo caso, salvo disposición legal en contrario, las autoridades municipales y
distritales no podrán expedir ni exigir el cumplimiento de normas técnicas o de construcción
diferentes a las contempladas en esta ley y en las disposiciones que la reglamenten."
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